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  INTRODUCCIÓN


  El propósito de este libro es analizar la construcción del orden político y social durante el gobierno de Juan Manuel de Rosas, utilizando como mirador privilegiado la coyuntura que transcurre entre 1838 y 1840, en la que se produjo la crisis más profunda que conoció su régimen. En medio de esta crisis, que puso en duda la capacidad de supervivencia de Rosas, se activaron una serie de mecanismos y quedaron en evidencia una serie de solidaridades y oposiciones que en momentos “normales” permanecen ocultos a los ojos del historiador y también de muchos contemporáneos a los acontecimientos. Por lo tanto, nos pareció que se trataba de un buen laboratorio para evaluar las formas a través de las cuales Rosas logró construir un nuevo orden en la provincia de Buenos Aires, tarea en la que muchos otros habían fracasado desde 1810.


  Evidentemente, esta manera de aproximarse al problema implica un peligro, el de suponer que lo que ocurre en esta coyuntura de crisis representa el andamiaje de poder de todo el largo gobierno de quien fuera llamado el “Restaurador de las Leyes”. Sin embargo, como se verá a lo largo del libro, nuestra opinión es que esta coyuntura pone en cuestión una forma de organizar el poder predominante hasta el momento y fuerza una reformulación de la misma. En ese sentido, prestaremos especial atención a los cambios que se suceden en el tiempo.


  Tal como reconocieron los contemporáneos de Rosas, fue durante su larga permanencia al frente del gobierno de la provincia de Buenos Aires que se logra reconstruir el orden político quebrado con la revolución de independencia, restablecer la disciplina social seriamente afectada por las guerras y las crisis intermitentes y erigir un Estado con las atribuciones que se le reconocen para mantener ese orden.


  En la definición de Max Weber, “El Estado es aquella comunidad humana que en el interior de un determinado territorio reclama para sí (con éxito) el monopolio de la coacción física legítima”. Para el gran sociólogo alemán, la legitimidad de la autoridad es clave en la construcción del Estado y del orden político, sin la cual resulta imposible establecer ese monopolio de la coerción. Así aclara: “El Estado […] es una relación de dominio de hombres sobre hombres basada en el medio de la coacción legítima (es decir, considerada legítima). Así pues, para que subsista es menester que los hombres dominados se sometan a la autoridad de los que dominan en cada caso”1.


  En este sentido, el Estado puede ser concebido como una máquina cuyo objetivo central es generar obediencia, tal como la define Pier Paolo Portinaro, y resulta necesario estudiar “las técnicas, las prácticas y las ideologías en acción a los efectos de producir obediencia”2.


  Desde la caída del régimen colonial, esta tarea de “producir obediencia” no parece haber sido alcanzada de manera duradera por ninguno de los muchos gobiernos que se sucedieron en Buenos Aires, cuya legitimidad era cuestionada tanto desde afuera de las fronteras de esos espacios neoestatales, como desde el propio interior de las mismas. Muchos esfuerzos inicialmente exitosos en construir estructuras administrativas, organizar ejércitos y recaudar recursos fiscales para mantenerlos, fracasaban ante la incapacidad de acumular lo que Pierre Bourdieu llama “capital simbólico”3.


  En un estudio pionero sobre la construcción del estado en la Argentina del siglo XIX, Oscar Oszlak define así cuáles serían los atributos básicos que caracterizan la “estatidad” y que evidentemente no son alcanzados por los gobiernos de las primeras dos décadas en Buenos Aires: “Soberanía externa indisputada, autoridad institucionalizada en todo el ámbito territorial, respaldada por el control monopólico de la coerción; diferenciación e integración del aparato institucional y centralización jurídico-legislativa; creación simbólica de consenso como fundamento legitimador de la supremacía del Estado por sobre toda otra instancia de poder alternativo; tales los senderos a recorrer, las cuestiones a resolver en el unívoco proceso de ‘ordenar’ la sociedad y llenar de contenido los atributos del Estado”4.


  En los dos primeros decenios que siguen a la Revolución de Mayo se observa la formación de grandes ejércitos, incapaces de contener las deserciones, y que a veces se sublevan contra las mismas autoridades que los habían constituido y los financiaban. También se visualizan nuevas y a menudo amplias estructuras administrativas y coercitivas incapaces de aplicar las órdenes de los gobiernos que las han creado. Y en el caso de Buenos Aires al menos, la explicación de estas debilidades no parece residir tanto en la falta de recursos financieros para sostener este esfuerzo de construcción estatal (que se resuelve con bastante eficacia gracias al crecimiento del comercio exterior y el control de la aduana), sino más bien en la incapacidad de acumular el “capital simbólico” que otorgue legitimidad a esas iniciativas.


  El sociólogo francés señala a la vez que una de las tareas que se propone toda construcción estatal exitosa es “naturalizar” su existencia, es decir ocultar los procesos generalmente violentos que le dieron principio, así como las alternativas existentes a ella5.


  Estudiar ese momento fundacional, las acciones que le dieron origen, resulta decisivo, por lo tanto, para comprender la naturaleza de la organización social y de la estructuración estatal alcanzada.


  El régimen de Rosas representa un momento clave en este proceso, y nuestra hipótesis es que, dentro del mismo, la coyuntura de 1838-1840 aparece como una fase central en la transformación y afirmación de la construcción del orden estatal, es decir en la constitución de un poder separado de la colectividad. Luego del fracaso del intento de organización política de corte ilustrado/liberal que emprende el llamado “Partido del Orden” en 1820, es la primera vez que se impone exitosamente la autoridad del Estado y la disciplina social. Entre los elementos centrales de este éxito se encuentra la inclusión de los sectores populares urbanos y rurales que comenzaban a ocupar un lugar destacado en la escena pública bonaerense. Estos sectores habían sido movilizados ampliamente por las guerras y apelados por las elites en la resolución de los conflictos políticos, tanto en las disputas callejeras como a través de las nuevas formas de representación electoral, que el sistema republicano había establecido de manera definitiva en la región. Sin embargo no gozaban del reconocimiento de un sistema que privilegiaba la pertenencia a las elites, a las llamadas “clases decentes”, antes que los servicios prestados por una “plebe” que se consideraba “vil”, “iletrada”, “bárbara”6. Gran parte de la acción política de Rosas apunta a resolver esta contradicción entre el creciente papel de los sectores subalternos y su exclusión del Panteón de la República.


  También debe computarse en el haber del Restaurador el disciplinamiento de las elites, que no cesaban de enfrentarse y de promover con ello la crisis de los sucesivos intentos de organización política desde 1810.


  Nuestro planteo central es que el sistema de equilibrios inicial, por el que Rosas buscaba incorporar a los sectores populares, a la vez que mantener el consenso con las elites y con otros grupos, se va erosionando a través de diversos momentos de tensión y sufre una quiebra profunda en la crisis de 1838-1840, cuya intensidad pone en duda la supervivencia misma del régimen. Se podría decir que recién en ese momento se fortalece un proceso de creciente autonomía del Estado en relación con las elites, un sistema que en varios aspectos se asemeja a lo que se ha llamado “Cesarismo” o “Bonapartismo”7, que se apoya cada vez más en una organización estatal poderosa con capacidad de reclamar el monopolio de la coerción y ejercerlo, a la vez que, al alejarse de las elites, debe apelar más fuertemente a fuentes de poder alternativo entre los sectores populares, los grupos de “indios amigos” y en especial a redes clientelares muy cercanas al propio gobernador, cuyo lugar en el esquema de poder se define por esa relación personalizada, por los servicios prestados en la defensa del federalismo rosista y no por su simple pertenencia a un determinado sector social o político.


  La ampliación de las bases de poder, intentada por Rosas desde su primer gobierno, implicó un conjunto de transacciones en materia de políticas, de prácticas, de discursos, que no pudieron dejar de producir tensiones muy fuertes en una sociedad atravesada por múltiples conflictos. Éstos iban desde los que generaban las desigualdades sociales y culturales, ya sea las heredadas de la colonia como las gestadas al calor de los cambios revolucionarios, las presiones de las elites por cambiar las nociones prevalecientes de derechos de propiedad y las prácticas sociales para aprovechar el crecimiento económico agroexportador, las disputas relativas a hegemonías territoriales y sociales desencadenadas por la ruptura del vínculo colonial, etcétera.


  La coyuntura aquí analizada refleja un punto muy agudo de estas contradicciones y se resuelve de manera dramática con enfrentamientos violentos que desembocan en cambios profundos en la organización política.


  Buena parte de los análisis sobre el rosismo se ubicaron dentro del campo de los estudios sobre el llamado “caudillismo”, entendiendo por tal un sistema fundado en el liderazgo carismático asociado a la ruralización de las bases del poder, en sociedades generalmente muy polarizadas socialmente, en donde el caudillo manipula a unas masas campesinas incapaces de toda acción autónoma, para resolver los conflictos e imponer su autoridad por la violencia, ante la inexistencia de leyes e instituciones reconocidas por la sociedad.


  Nuestra aproximación, en acuerdo con lo planteado por buena parte de la literatura reciente, no comparte estos puntos de vista, aunque algunos de sus elementos se puedan reconocer en la realidad estudiada8. En primer lugar, la incorporación del sector rural a la vida política no significa la anulación del urbano, menos que menos en el caso de Buenos Aires, en donde el lugar de la ciudad en términos políticos o culturales, pero también demográficos y económicos, sigue siendo incuestionable pese al crecimiento sostenido del sector rural desde la revolución. Por otro lado, el peso de las instituciones es también evidente, tanto las que sobreviven al colapso del orden colonial, como las nuevas creadas desde 1810. A las organizaciones formales como el Cabildo, luego suplantado por la Junta de Representantes, las instituciones judiciales de nuevo cuño, desde el Tribunal de Justicia hasta los Juzgados de Paz, etc., se le superponen prácticas de antigua data con amplia legitimidad entre la población, así como nuevas surgidas al calor del proceso revolucionario. Con ellas tendrá que dialogar todo gobernante, todo aspirante a caudillo, más allá de la capacidad que tenga de movilizar recursos para ejercer la violencia. Finalmente, la visión de los sectores populares como clientela inerme del caudillo es hoy insostenible. No sólo se trataba de una sociedad mucho menos polarizada que la que las imágenes tradicionales nos proporcionaban, donde había amplios sectores de pequeños y medianos propietarios, así como procesos de movilidad social y geográfica que impedían la constitución de unas jerarquías cristalizadas y una plebe deferencial, sino que además el proceso revolucionario favoreció la creciente autopercepción de los sectores populares del peso que tenían para la resolución de los conflictos, los servicios que prestaban a la “patria”, y la necesidad que los gobiernos y diversos sectores tenían de ellos. Por lo tanto, su participación en cualquier coalición política no habría de ser gratuita, ni el resultado de un seguimiento ciego de un líder o un sector social al que debieran respeto.


  Muchos de estos elementos serán puestos a prueba a través del análisis de esa coyuntura crítica del gobierno de Rosas.


  Esto no significa que la larga tradición de estudios sobre el caudillismo sea inútil para acercarse al fenómeno del rosismo y a ella habremos de recurrir a lo largo del libro para discutir distintos aspectos del “sistema de Rosas”.


  Por lo demás, el estudio de la crisis de 1838-1840 resulta interesante porque permite intervenir en la discusión sobre el rol de la coerción y el consenso en la construcción de la autoridad del Estado.


  El politólogo italiano Norberto Bobbio retoma esta pregunta clásica en los estudios sobre la institución del poder político:


  ¿Admitiendo que el poder político sea el poder que disponedel uso exclusivo de la fuerza en un determinado grupo social,es suficiente la fuerza para hacerlo aceptar por aquellas personas sobre las cuales se ejerce, para persuadir a sus destinatarios a obedecerlo?9


  Como es de esperar, la respuesta de Bobbio a esta pregunta es negativa, como lo es para la mayor parte de la literatura sobre el tema, desde Weber en adelante (y hacia atrás10 ). Sin embargo, admitir que el consenso, la disuasión o la “concentración de capital simbólico de reconocimiento” en las palabras de Bourdieu, son elementos indispensables para comprender el poder, no resuelve el problema de determinar el peso y las relaciones de éstos con la coerción o la violencia en cada caso histórico11.


  En este sentido, el análisis a fondo de una coyuntura como la que aquí tratamos, en la que diversos sectores de la sociedad creen percibir la disminución de la capacidad compulsiva del Estado, favorece la expresión de disidencias, incluso violentas, y por ello permite ponderar mejor el papel de la coerción en la construcción de esos mismos consensos, que en épocas “normales” parecen funcionar bien.
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  CAPÍTULO 1


  De la crisis del orden colonial al primer sistema de Rosas


  En casi toda Hispanoamérica, el fin de la dominación colonial abre una serie de crisis de gran intensidad que serán muy difíciles de superar. El mantenimiento del orden bajo aquel sistema se basaba en gran medida en el establecimiento de delicados equilibrios y la construcción de consensos que incluían a buena parte de la población local y tenía uno de sus pilares en el funcionamiento de un sistema de justicia que lograba arbitrar la mayoría de los conflictos y cimentaba la legitimidad del monarca y del propio orden colonial, así como en la prédica de las instituciones eclesiásticas que amparaban con su propia legitimidad la de la “Monarquía Católica” que integraban. Si bien la coerción o la represión no estaban ausentes del sistema de gobierno, el despliegue estatal y militar-represivo era más bien escueto y cuando era necesario se apoyaba en la movilización temporaria de sectores sociales locales a través de los sistemas de milicias y en mucha menor medida en cuerpos de línea profesionalizados12.


  La crisis revolucionaria pone en cuestión estos consensos de un golpe, y la reconstrucción de un orden más o menos sólido será una tarea extremadamente difícil en la mayoría de los casos y que requiere la implementación de sistemas y prácticas coercitivos, así como la generación de nuevos consensos que incluyan a diversos sectores sociales, muchos de los cuales han sido movilizadas ampliamente por el mismo proceso revolucionario.


  La violencia de este proceso ha incorporado a sectores cada vez más amplios de la población a la vida militar y política, en especial a sectores subalternos o populares, antes marginados de la vida pública.


  Esta movilización y ampliación de la base política, se potencia por la puesta en discusión de las formas de gobierno y representación, una vez cuestionada la legitimidad monárquica colonial13.


  Como han mostrado varios estudios recientes, los sectores populares no eran simples seguidores manipulados por las elites, sino que intervenían con frecuencia de manera autónoma y expresando sus puntos de vista, sus necesidades, estableciendo sus formas de organización, las que a veces confluían con las de las elites, pero otras no. Así se ha mostrado que esta intervención popular incidía de distintas maneras en las formas de la acción política y en los contenidos de los programas de construcción estatal del siglo XIX. A la vez, se ha señalado que algunas de las experiencias más exitosas en el establecimiento de un nuevo orden fueron aquellas que supieron integrar las expectativas de amplios sectores subalternos, campesinos, etcétera14.


  En el caso específico de Buenos Aires, las crisis sucesivas de la década de 1810, con gobiernos y sistemas políticos que caen uno detrás del otro, encuentran un primer intento de ordenamiento exitoso en la llamada “feliz experiencia” iniciada a fines del año 1820, que introduce una serie de reformas importantes en las formas de gobierno y los sistemas de representación. Bajo la influencia de algunos de sus ministros, como Bernardino Rivadavia o Manuel José García (y con el apoyo inicial de un joven, pero ya poderoso Juan Manuel de Rosas, que aparece en la escena pública por primera vez), el gobernador Martín Rodríguez encara una serie de reformas, que parecen destinadas a otorgarle gobernabilidad al sistema político bonaerense, y que en parte se intenta trasladar luego al resto del territorio del Río de la Plata, cuando Rivadavia accede a la efímera presidencia de las Provincias Unidas en 182615.


  Entre estas reformas se destaca la supresión del Cabildo que emergía en el centro de muchos conflictos y parecía haberse instalado como herramienta de movilización de grupos de elite enfrentados, pero también como referente en algunos “movimientos de pueblo”16. Éste fue reemplazado por una Junta de Representantes que comprendía también a los elegidos por los vecinos cada vez más numerosos de la campaña, y se conformaba por medio de un sistema electoral bastante amplio, pensados como instrumentos para dirimir los conflictos internotabiliarios a través de la lucha electoral entre listas distintas y el debate en el seno de la Junta17.


  Junto con estas reformas en los sistemas de representación, se encararon otras en el sistema de justicia, en la hacienda pública, en la educación, la organización de la Iglesia y en la formación militar-miliciana.


  En este último caso se consolidó un sistema mixto, que contemplaba la organización de milicias de vecinos —que de manera temporaria debían cumplir el servicio en caso de necesidad— y un ejército de línea, profesionalizado, cuyas huestes se constituían con reclutas voluntarios y con contingentes por leva forzosa18.


  Otra reforma central encarada por el gobierno de Martín Rodríguez, y que nos interesa especialmente para pensar la construcción del orden en la campaña de Buenos Aires, es la creación de los Juzgados de Paz y las Comisarías rurales.


  El escueto sistema de administración de la campaña vigente en el período colonial, incluía básicamente unos pocos alcaldes de la hermandad designados por los Cabildos19, lo que resultaba absolutamente insuficiente frente al crecimiento exponencial del espacio rural después de la revolución, a la necesaria inclusión de este espacio en los sistemas de representación política y al proceso de movilización de la población rural que se produjo en esta etapa.


  Como es conocido, el espacio rural bonaerense permaneció durante casi todo el período colonial limitado por el río Salado a una estrecha franja de tierra. Luego de la revolución se produce una expansión muy rápida, que multiplica ese territorio varias veces, tanto por el impulso espontáneo de los vecinos que buscaban aprovechar los inicios de la expansión ganadera como por el apoyo que el estado de Buenos Aires estaba ahora dispuesto a brindarles. En ese espacio, así como en el conjunto de la provincia, se produce un crecimiento muy fuerte de la población y de la economía, en especial ganadera vacuna en las nuevas tierras del sur y sudoeste. Pero además, esa población progresivamente solicitada por los gobiernos de la década revolucionaria tendrá una creciente participación en la resolución de los conflictos políticos y militares, lo que terminó de convencer a los gobiernos de la necesidad de buscar las formas de incluirla en el sistema político, así como reforzar los controles que se ejercían sobre ella.


  Se ideó entonces un sistema de divisiones administrativas, los partidos rurales, a cuyo cargo se instalaba un juez de paz que asumía las funciones de justicia menor, gobierno y policía. Este último atributo lo compartía inicialmente con los comisarios rurales, con quienes no dejaron de tener conflictos, hasta que la función policial fue reabsorbida plenamente por los jueces de paz hacia los años 30. Cada partido rural se subdividía a su vez en cuarteles, a cargo de un alcalde con varios tenientes de alcalde, subordinados inicialmente al comisario y luego al juez de paz.


  Con esta reforma se crea por primera vez un amplio cuerpo de funcionarios20 para tratar de controlar a una campaña movilizada y en expansión. Sin embargo, la capacidad de los gobiernos de Buenos Aires de manejar a estos administradores rurales era bastante limitada, ya que debieron reposar para su propia constitución en aquellos vecinos que tenían autoridad en sus comunidades, que eran los que aparecían como garantes de los consensos locales y respetaban las normas y prácticas vigentes en el mundo rural desde tiempos coloniales21. Por lo tanto era esperable que estos funcionarios sirvieran moderadamente bien como articuladores entre el gobierno y los pobladores rurales mientras no debieran alterar esos consensos, pero no tanto cuando las órdenes superiores los contradijeran.


  De hecho, los intentos de aplicación de una justicia de origen urbana sobre la campaña durante esta década de reformas, parecen haber aumentado significativamente la conflictividad en ese espacio, acostumbrado a resolver de manera local sus problemas. Y a finales de esa misma década parece haber marcha atrás en este intento, devolviendo a las comunidades y a los jueces de paz la resolución de la mayoría de sus conflictos22.


  El nuevo orden construido en los inicios de los años 20 se empieza a quebrar hacia mediados de esa misma década. Hay varios factores que confluyen para ello, que apenas podemos mencionar aquí.


  Por un lado, el intento de trasladar el sistema político creado en Buenos Aires al resto del territorio del Río de la Plata, a través de una constitución unitaria y bajo la presidencia de Rivadavia, que recoge fuertes resistencias en casi todas las provincias.


  Esto se inserta en una situación muy alterada desde 1825 por el inicio de una guerra con Brasil en medio de la disputa por el control del territorio de la Banda Oriental del Uruguay. Esta guerra implicará enormes sacrificios para la población rioplatense, y de la campaña de Buenos Aires en particular, en términos de reclutamientos militares, y la consecuente desarticulación de los mecanismos básicos para la subsistencia de las familias afectadas. También provocará una fuerte penuria económica general por el bloqueo portugués del puerto de Buenos Aires durante casi tres años y la caída de los ingresos fiscales que dependían en altísimas proporciones de la recaudación aduanera. Para superar estas mermas el gobierno recurre a un expediente inédito: la emisión de gran cantidad de papel moneda inconvertible para pagar sus compromisos. Esto genera un proceso inflacionario muy agudo, que además de promover una redistribución de la riqueza abrupta en detrimento de los sectores de ingresos fijos en moneda devaluada, promueve una gran angustia ante esos cambios desconocidos e imprevisibles23.


  A esta situación se suma una serie de iniciativas de Rivadavia que terminan de granjearle la enemistad de sectores de las elites porteñas que hasta entonces lo habían apoyado o se habían mantenido neutrales. La propuesta de capitalización de Buenos Aires y la división de la provincia en tres parcelas, dos de ellas rurales, separadas políticamente de la ciudad, enajena a un sector de importantes propietarios rurales con asiento en la ciudad, que incluía a personajes destacados de la política local como los Anchorena, a Juan Manuel de Rosas y varios otros que luego se unirán a la experiencia federal de Rosas.


  En suma, a la abierta o embozada hostilidad que le manifiestan varias provincias, y las dificultades financieras y económicas que produjo el bloqueo del puerto, se añade un proceso de agitación social y política en la propia Buenos Aires, cuyas características comenzamos a conocer recientemente y que incluye tanto a sectores populares como de las elites 24.


  La culminación de este ciclo de crisis se desata a fines de 1828 cuando el general Lavalle, al mando de tropas recién desmovilizadas de la guerra con Brasil, encabeza un putch militar que derroca al gobernador federal de Buenos Aires, Manuel Dorrego, quien había asumido esa función un año atrás, luego de la crisis del gobierno unitario de Rivadavia.


  El golpe del 1º de diciembre de 1828 y el posterior fusilamiento del popular Dorrego desencadenan una agudización del faccionalismo entre federales y unitarios y una intensa agitación rural que culminará, luego de varios pasos intermedios, en el primer gobierno de Juan Manuel de Rosas en 182925.


  Con un breve interregno entre 1833 y 1835, Rosas gobernó desde entonces la provincia de Buenos Aires y conquistó una fuerte influencia sobre el resto del territorio del Río de la Plata hasta su derrocamiento en 1852. Y como reconocieron quienes construyeron la Argentina liberal en la segunda mitad del siglo XIX en declarada oposición a la experiencia rosista, fue este gobernador quien sentó las bases indispensables para esa tarea, venciendo por un lado las resistencias de las otras provincias a someterse al poderío de Buenos Aires y restableciendo la autoridad del Estado y la disciplina social al interior de esta última26.


  Las explicaciones de este resultado exitoso fueron variadas, desde la utilización de la coerción y el terror hasta la generación de consensos amplios y la obtención de altos niveles de legitimidad.


  La bibliografía sobre el gobierno de Rosas ha insistido con énfasis diversos en unos u otros. Aquella que se desarrolla desde la caída del régimen en 1852, tendió a acentuar sus aspectos de opresión y violencia, sin desconocer el apoyo que recogió de una porción importante de la población. Otras versiones, en general más cercanas al presente, sin dejar de observar los rasgos autoritarios del gobernador, destacaron el apoyo popular y de otros sectores sociales como los terratenientes, que recibiera Rosas a lo largo de su gobierno27.


  La naturaleza del régimen rosista es uno de los temas más abordados por los estudiosos del pasado argentino y ha generado numerosas polémicas, aunque muchas veces con más energía combativa que fundamento histórico.


  No podemos exponer aquí ese largo recorrido, pero al menos queremos señalar algunos aspectos importantes del debate.


  Desde sus mismos inicios, los opositores a Rosas, en especial el grupo de intelectuales que se conoció como la generación del 37, hicieron análisis profundos del régimen que primero aspiraban a reformar desde adentro y terminaron combatiendo desde el exilio. Algunos de sus principales exponentes, como Sarmiento o Alberdi, denunciaban la armadura de terror, el aparato coercitivo organizado por el gobernador, pero a la vez señalaban su capacidad de movilizar y captar la adhesión, además del personal estatal-militar, de diversos sectores que incluían desde los indios de la frontera de Buenos Aires, los sectores populares del campo y la ciudad, y densas redes de intereses, movilizados por una serie de “punteros políticos” que le debían una fidelidad ciega al Restaurador. Según esta versión, muchos de estos “intermediarios” eran parte de un grupo de oscuro origen que había sido elevado por la gracia del dictador a una posición expectante, y en algunos casos los había integrado por lazos familiares directos o eran patrocinados por Rosas en persona.


  Este diagnóstico fue bastante compartido por la bibliografía de uno u otro signo, pero fue más discutida la relación de Rosas con los sectores propietarios, urbanos y rurales, con la llamada “clase terrateniente” o simplemente los “estancieros”, así como también fueron materia de polémica las apoyaturas externas del régimen rosista y de sus opositores. El discurso nacionalista prevaleciente en buena parte de la historia argentina del siglo XX hizo que la definición de traición o defensa de la patria se convirtiera en un argumento irrebatible sobre las bondades o maldades de un régimen o personaje histórico.


  Entre los análisis críticos del rosismo, entre finales del siglo XIX y las primeras décadas del XX, uno de los más interesantes es el de J. M. Ramos Mejía, identificado con la corriente “positivista” y a la vez descendiente de una familia muy poderosa que se enfrentó y fue afectada por Rosas en la coyuntura que vamos a analizar aquí.


  Aunque éste reconoce el carácter “aristocrático” del propio Rosas, explica su dominio por la sabiduría política de organizar un conjunto de intereses diversos exaltados por él, en especial los sectores sociales postergados, desde las mujeres urbanas de la plebe, los negros, los sectores rurales medios, que lleva a posiciones de poder, convirtiéndolos de esa manera en sus más fieles seguidores28.


  Unos años más tarde se desarrolló una corriente que se apoyaba en la crisis y la crítica del liberalismo y el modelo agroexportador, y que habría de tener mucho éxito en la cultura argentina del siglo XX, el revisionismo. En la visión de uno de los analistas más influyentes de esa corriente, Julio Irazusta, Rosas defendió a rajatabla los intereses nacionales, que incluían los de los sectores más privilegiados, pero estaban por encima de ellos. Por lo tanto, las repetidas crisis y enfrentamientos que tuvo con los sectores propietarios se deben entender como consecuencia de la defección de esas clases frente a los intereses generales y su alianza con los extranjeros. Para Irazusta la apelación de Rosas a los sectores populares (el “populacho”), sólo se puede explicar como una manera de neutralizar a esos sectores de la elite que debían haberlo apoyado y lo traicionaban29.


  Distintos estudios desde los años 50 tienden a coincidir en la adscripción de Rosas a las clases propietarias y en explicar de diversas maneras los apoyos que consiguió el dictador de parte de los sectores menos privilegiados.


  Así, por ejemplo, para Enrique Barba, la “oligarquía” fue “la piedra angular” del poder de Rosas, pero éste va a heredar y aumentar el apoyo de sectores populares que favorecían a Dorrego30. El historiador británico John Lynch desarrolla de manera más sistemática esta imagen en su libro sobre Rosas31. Para este autor Rosas era un caudillo que logró liderar a los sectores populares a partir de relaciones clientelares, pero representaba sin ninguna duda los intereses de la clase terrateniente, de la que formaba parte y a la que favorecía con su política.


  Obviamente, en muchas de estas explicaciones no resulta fácil integrar los agudos conflictos que enfrentaron al gobernador con buena parte de esta clase terrateniente, en especial los que caracterizaron el período aquí tratado.


  Estas contradicciones aparecen discutidas con mayor claridad en los trabajos de Tulio Halperin sobre el período. Para este autor, la pertenencia de Rosas a los sectores propietarios y la defensa de esos intereses, y los conflictos que los enfrentan en diversos momentos de su gobierno, se resuelven sobre todo en clave política, por la incapacidad de esos sectores de ver más allá de sus intereses más inmediatos y la perspicacia del gobernador en implementar políticas que permitieran generar nuevos consensos y organizar la paz social32.


  Trabajos recientes han aportado elementos en este sentido para comprender la naturaleza del régimen rosista, los mecanismos que utilizó para conseguir el apoyo de los sectores subalternos, la diversidad de grupos que lo seguían y también la distinta intensidad de esas apoyaturas33. Éstos han develado varios elementos importantes que contribuyeron a la generación de consensos y a fomentar el apoyo a la gestión del gobernador, tanto a nivel del discurso, la sociabilidad, los sistemas electorales, o diversas formas de construir la relación con los sectores populares urbanos y rurales34.


  Sin embargo, creemos que estos avances deben ser puestos en perspectiva, porque a veces pueden ocultar el papel que la coerción y la formación de una estructura administrativa y represiva tuvieron en la construcción del nuevo orden. Por otra parte, el despliegue de la fuerza, del poder en su sentido más simple —físico o simbólico—, forma parte importante de la generación de los consensos al establecer los límites dentro de los cuales las personas y los grupos pueden actuar35. Como dijimos, creemos que el análisis de esta coyuntura nos ayudará a poner de relieve este punto, mostrando la relación entre la cambiante capacidad coercitiva del Estado (o la percepción que de ello tienen los diversos actores sociales) y el establecimiento de los consensos (y disensos). También nos parece que en la bibliografía disponible a veces se desdibuja la dinámica del proceso histórico, mostrando el funcionamiento de un modelo que parece reflejar todo el período rosista, cuando en general da cuenta de alguno de los varios momentos que conoció el régimen, en los cuales se transformaron a veces profundamente sus componentes. Por lo tanto es necesario restablecer la temporalidad del relato histórico, diferenciando los lapsos en los que los aspectos consensuales y coercitivos del régimen —y las características de cada uno de ellos— cambiaron.


  El primer sistema de Rosas


  ¿Qué herramientas utilizó Rosas inicialmente para construir su autoridad, luego de la debacle de las experiencias anteriores?


  Por un lado restablece una serie de alianzas en el sector externo, que garantizan una cierta tranquilidad a través de un pacto de no agresión y defensa mutua con varias provincias, así como aceitando mecanismos de transferencias financieras para los fiscos en apuros de algunos estados provinciales clave en el sistema de equilibrios interregionales como Santa Fe36. La alianza que establece con el gobernador santafecino Estanislao López es una pieza central en el entramado de relaciones interprovinciales en toda la región central y litoral, así como en el resto del interior es importante su asociación con Facundo Quiroga, el caudillo riojano que había conquistado una importante influencia en la región andina. Aunque la desproporción de recursos a favor de Buenos Aires y la ambición y habilidad política de Rosas le permitirían ir avanzando sobre la autonomía de las provincias en el futuro cercano, el gobernador bonaerense deberá ganarse inicialmente el apoyo de sus socios del interior con acciones concretas que a veces podían afectar los intereses inmediatos de la provincia que gobernaba37.


  En un sentido similar puede describirse la política indígena y de fronteras del gobernador. No podemos aquí detallar estas políticas, que hoy conocemos bien38, y que Rosas terminará por afianzar exitosamente tras la “campaña al desierto” de 1833, emprendida al terminar su primer mandato como gobernador. Se trataba de una combinación de fuerza y negociación, por la cual consigue derrotar a una serie de grupos y entablar negociaciones con varios de ellos, quienes se establecen en territorios autónomos como “indios aliados”, o en la misma frontera como “indios amigos”, a cambio de ciertas concesiones y recursos que les otorga el gobierno de Buenos Aires. El llamado “Negocio Pacífico”, entablado con un grupo importante de pueblos indígenas, significa erogaciones importantes para el fisco bonaerense e implica la aceptación de ciertas pautas sociales y culturales por parte del gobierno y los pobladores criollos, y un constante y delicado juego de negociaciones con los indígenas. Pero gracias a ello Rosas consigue armar un factor de poder clave, tanto para proteger la frontera de otros grupos indígenas más belicosos como para dirimir conflictos internos en la sociedad criolla. Grupos de indios amigos tuvieron una actuación destacada en la agitación rural que termina por favorecer el acceso de Rosas al poder en 1829. Y todavía de manera más nítida van a intervenir para derrotar a los enemigos del gobernador en la crisis de 1838-40, como veremos luego.


  En el frente interno de la provincia de Buenos Aires, el objetivo central de Rosas es reconstruir el orden y la disciplina social, que considera destruidos por las nefastas experiencias políticas que siguieron a la revolución, agudizadas por la última aventura del unitario Lavalle. Para lograrlo adopta una estrategia que a primera vista puede resultar contradictoria.


  Como señalaron algunos autores, el gobernador puso toda su acción política al servicio de la reconstrucción del orden estatal y social, como condición para permitir el florecimiento de los intereses ganaderos-exportadores de los cuales él mismo era un actor importante. Pero para ello creía que debía pasar por encima de la ceguera de los mismos sectores de la elite, que habían gobernado hasta entonces sin entender los cambios aportados por la revolución y habían apoyado las experiencias unitarias, de tintes aristocratizantes. Aunque Rosas añoraba el orden perdido bajo el régimen colonial y había apoyado en el 20 la salida propuesta por el grupo de los centralistas-rivadavianos, se proclama ahora heredero del federalismo dorreguista —repudiado hasta poco antes—, adopta el republicanismo y establece una acción política destinada a reconstruir el consenso social perdido y a orientar a los sectores populares movilizados. Este propósito, que guía buena parte de la acción gubernativa de Rosas, queda explicado de manera muy clara en los conocidos conceptos que le habría vertido al agente oriental Santiago Vázquez en el momento de asumir su primera gestión como gobernador. Allí le explica que él no es federal por convicción y que:


  …conozco y respeto mucho los talentos de muchos de los señores que han gobernado el país, y especialmente de los señores Rivadavia, Agüero y otros de su tiempo; pero a mi parecer, todos cometían un grande error, porque yo considero en los hombres de este país dos cosas, lo físico y lo moral; los gobiernos cuidaban mucho de esto, pero descuidaban aquello, quiero decir, que se conducían muy bien para la gente ilustrada, que es lo que yo llamo moral, pero despreciaban lo físico, pues los hombres de las clases bajas, los de la campaña, que son la gente de acción. Yo noté esto desde el principio, y me pareció que en los lances de la revolución, los mismos partidos habían de dar lugar a que esa clase se sobrepusiese y causase los mayores males, porque usted sabe la disposición que hay siempre en el que no tiene contra los ricos y superiores: me pareció pues, desde entonces muy importante conseguir una influencia grande sobre esa clase, para contenerla, o para dirigirla; y me propuse adquirir esa influencia a toda costa; para eso me fue preciso trabajar con mucha constancia, con muchos sacrificios de comodidades y de dinero, hacerme gaucho como ellos y hacer cuanto ellos hacían; protegerlos, hacerme su apoderado, cuidar de sus intereses, en fin, no ahorrar trabajo ni medios para adquirir más su concepto. Esta conducta me atrajo los celos y las persecuciones de los gobiernos…39


  En un inicio Rosas trata de reconciliar a los distintos grupos que se habían enfrentado, aunque debe promover con cautela la inclusión de los sectores propietarios que habían defendido las salidas centralistas o unitarias, para no provocar a las masas federales que reclamaban castigo a los unitarios que habían asesinado a Dorrego y a los que culpaban por los efectos de la guerra con Brasil. Al principio parece lograrlo y reúne a su alrededor a los distintos sectores del arco social, tanto rurales como urbanos, así como a dirigentes que pueden hacer de puente entre las distintas facciones políticas40. Sin embargo, este equilibrio se habrá de manifestar muy frágil y conocerá diversas alternativas. La llegada a Buenos Aires de Quiroga, derrotado por el unitario Paz en marzo de 1830, cambia rápidamente la tendencia inicial. El federalismo se siente amenazado y el gobierno de Rosas se orienta a actitudes más facciosas para disciplinar a la población y evitar el avance de sus enemigos.
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